
 
  

Fortalecimiento de las 
capacidades de prevención 
de la corrupción en México  
 

MECANISMO NACIONAL  
DE REVISIÓN ENTRE PARES DE LA  
APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN DE LAS  
NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN 
EN MÉXICO  

Enero 2023 

Recomendaciones 
Implementación de los artículos 9, 10 y 33 



 
 

 1 

Fortalecimiento de las capacidades de prevención de la corrupción en México  
 

MECANISMO NACIONAL DE REVISIÓN ENTRE PARES DE LA APLICACIÓN 
DE LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN EN MÉXICO 

Implementación de los artículos 9, 10 y 33 

U
N

O
D

C
 

Oficina de Enlace y Partenariado en México de la  

Oficina de las Naciones Unidas contra las Drogas y el Delito  

(UNODC México) 

  

Ciudad de México 

Montes Urales 440, Col. Lomas de Chapultepec, 

Del. Miguel Hidalgo, C.P.11000 México, D.F. 

Correo electrónico: unodc-mexicoanticorrupcion@un.org  

  

Kristian Hölge 
Representante de UNODC México 
 
Stacy de la Torre 
Titular de Programas 
 
Luz María Guzmán Lozano 
Titular del Programa Anticorrupción 
 
Miguel Ángel Gómez Jácome 
Técnico Senior en Prevención de la Corrupción en Contrataciones Públicas 

 
Aurea Arellano Cruz 
Especialista en Política Pública Anticorrupción 
 
José Manuel Ramírez Herrera 
Analista Anticorrupción en Derecho Penal 
 
Antony Víctor González Ayala 
Daniela Pérez Baas 
Montserrat Itzayana Lemus Melgoza 
Sheyla Guadalupe Baza Rodríguez 
Asistentes Técnicos en materia Anticorrupción 

  
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Este informe fue posible gracias al apoyo del pueblo de los Estados Unidos, a través de la Agencia de 

los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID). El contenido de este documento es 

responsabilidad de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en México y no 

necesariamente refleja el punto de vista de USAID o del gobierno de los Estados Unidos. 

  

mailto:unodc-mexicoanticorrupcion@un.org


 
 

 2 

Fortalecimiento de las capacidades de prevención de la corrupción en México  
 

MECANISMO NACIONAL DE REVISIÓN ENTRE PARES DE LA APLICACIÓN 
DE LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN EN MÉXICO 

Implementación de los artículos 9, 10 y 33 

U
N

O
D

C
 

Recomendaciones de implementación de los artículos 9, 10 y 33 de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción 

 
El proyecto “Fortalecimiento de las Capacidades de Prevención de la Corrupción en 
México”, financiado por la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo 
Internacional (USAID) y desarrollado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC, por sus siglas en inglés), busca proporcionar asistencia 
técnica, legislativa y capacitación a las entidades federativas, con el fin de mejorar la 
rendición de cuentas, incrementar la transparencia y fomentar la participación 
ciudadana.  
  
Uno de los componentes de este proyecto es la creación e implementación del 
“Mecanismo Nacional de Revisión entre Pares de la Aplicación de la CNUCC en 
México”, un ejercicio innovador y pionero en el mundo que busca documentar y 
analizar a nivel subnacional el nivel de implementación de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUCC o “la Convención”). En esta primera 
edición, el Mecanismo analiza tres artículos en particular, el artículo 9 en materia de 
contrataciones públicas y gestión de la hacienda pública, el artículo10 en materia de 
acceso a la información y el artículo 33 en materia de protección a personas 
denunciantes de hechos de corrupción, con la participación de las instituciones de 
fiscalización superior, los órganos garantes de transparencia, los comités de 
participación ciudadana y las secretarías ejecutivas de los sistemas estatales 
anticorrupción de las 32 entidades federativas del país. 
 
Como parte de los trabajos de esta primera edición del Mecanismo, UNODC generó 
una serie de recomendaciones dirigidas a las entidades federativas de México, con el 
fin de que puedan alcanzar una mayor y mejor implementación de los artículos 
analizados. La Convención tiene rango de ley suprema y puede ser aplicada por el 
Estado mexicano mediante los artículos 1 y 133 de su Constitución Federal1.  
 
En ese sentido, a continuación, se describen las recomendaciones que desde UNODC 
sugieren incidir en una mejor implementación de los artículos 9, 10 y 33 de la 
Convención. 
 
  

 
1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 5 de febrero de 1917.  
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Artículo 9 – Contrataciones públicas y gestión de la hacienda pública 
 
En México, existe un marco jurídico consolidado que facilita los procesos de 
adquisición y contratación de obra pública, partiendo de la base constitucional federal 
por medio del artículo 134, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y el desarrollo de sistemas de contratación como “Compranet”.  
 
En particular, en el estado se identifica normatividad suficiente para cumplir con los 
elementos del artículo 9 de la Convención. Si bien la normativa es robusta, se detectan 
áreas de oportunidad que mejorarían el cumplimiento del artículo analizado. 
 
En este sentido se recomienda a la entidad revisada: 
 

1. Generar incentivos que promuevan e implementen esquemas de servicio 

profesional de carrera en especial en las áreas de adquisiciones, tesorería y 

contralorías internas. 

 

2. Desarrollar e implementar el uso de una plataforma local que contemple todo 

el proceso de compras públicas, desde la convocatoria hasta la adjudicación 

del contrato. En caso de ser posible, se recomienda también adoptar el 

Estándar de Datos para las Contrataciones Abiertas2, para generar inteligencia 

y análisis sobre los patrones de las compras que se realizan en el estado. 

 

3. Modificar el marco legal de contrataciones públicas para que una misma 

legislación incluya a todos los municipios de la entidad, a los organismos 

autónomos, y las instituciones de la administración pública estatal, con el fin 

de que exista una sola normativa que regule las contrataciones públicas en la 

entidad. 

 

4. Que, a través de sus órganos de planeación y presupuestación, se destinen 

partidas presupuestales que permitan la inversión pública para el 

equipamiento tecnológico de las áreas de compras, tesorería y contralorías 

internas, poniendo especial énfasis en los municipios. En su caso, se sugiere 

revisar las tecnologías desarrolladas por otras instituciones similares en los 

estados del país, con el fin de explorar la generación de convenios de 

colaboración que permitan el intercambio de tecnologías y plataformas con un 

menor costo para la institución. 

 

5. Contar con una la ley de archivos local que permita la organización y 

conservación de los archivos en posesión de los poderes del estado.  

 

 
2 https://www.open-contracting.org/es/data-standard/ 
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6. Diseñar programas de capacitación específicos para las personas funcionarias 

públicas responsables de los archivos, que incluya, por lo menos, los 

contenidos necesarios para entender y ejecutar la ley de archivos, ley de 

transparencia y acceso a la información pública, leyes de protección de datos 

personales. 

 

7. Generar mecanismos de evaluación y desempeño para el personal de las 

auditorías y contralorías, con el fin de asegurar su constante capacitación y 

profesionalización. Asimismo, se sugiere considerar mecanismos de 

certificación constante para el personal fiscalizador de la entidad, mismos que 

permitirían que el personal se mantenga actualizado y fomentarían la 

prevención de irregularidades y malos resultados. 

 

8. Regular la contratación de servicios que puedan generar altos costos a la 

entidad o que sean difíciles de comprobar (como consultorías, estudios, 

iniciativas de ley) para generar controles más estrictos, establecer límites en 

la cantidad de recurso que se pueda utilizar bajo esos conceptos y asegurar 

mecanismos de monitoreo de entrega de dichos servicios, así como garantizar 

que estos se contraten mediante licitaciones públicas y no adjudicaciones 

directas o invitaciones restringidas. 

 

9. Integrar la figura de testigos sociales o generar los mecanismos necesarios 

para una implementación eficiente. Se sugiere fomentar la participación de la 

sociedad civil organizada como parte de la figura de testigo social por el 

potencial de ser una pieza importante en la detección de irregularidades o en 

el freno de posibles contrataciones que pudieran representar hechos de 

corrupción. 

 

10. Diseñar programas de capacitación para testigos sociales en materia de, al 

menos, transparencia, contrataciones públicas y responsabilidades 

administrativas, con el fin de que puedan desempeñar su labor de forma más 

eficiente. Considerar la generación de convenios con universidades locales 

para este efecto.  

 

 

11. Establecer perfiles básicos para el personal encargado de las compras 

públicas en la entidad, con énfasis en requisitos académicos y particularmente 

de experiencia, con el fin de contar con perfiles idóneos para las tareas 

correspondientes. 
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12. Crear programas de capacitación permanentes en materia de ética pública, 

prevención de fraude, prevención de corrupción y conflictos de interés para el 

personal involucrado en las compras públicas de toda la entidad, así como para 

las personas integrantes de los comités de ética de la entidad. 

 

13. Generar, mantener y actualizar un padrón de proveedores para el estado, el cual 

se revise periódicamente con diferentes fuentes de información para asegurar 

la integridad, existencia y capacidad de las personas físicas y morales ahí 

registradas. En particular, se sugiere contar con una revisión constante del 

artículo 69B del Código Fiscal de la Federación, con el fin de evitar 

contrataciones con empresas facturadoras de operaciones simuladas, y con el 

Registro Público de Comercio, para identificar a las personas propietarias o 

accionistas de las diferentes empresas.  

 

14. Se sugiere la creación o el fortalecimiento de áreas que desarrollen estudios 

de mercado que incidan en procesos de compra públicas transparentes, 

objetivos y competitivos. 

 

15. Se sugiere fortalecer la regulación y el marco normativo en cuanto a las 

excepciones para realizar compras por la vía de adjudicación directa.  
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Artículo 10 – Acceso a la información pública 
 
Se identificó que el estado cuenta con normatividad adecuada que permite garantizar 
el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, 
entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como 
municipios; además, cuenta con órgano público autónomo, especializado,  imparcial 
y colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con plena  autonomía 
técnica, de gestión, independencia funcional y financiera que es responsable de 
garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y la protección 
de datos personales. 
 
Si bien se cuenta con normatividad suficiente para colmar el cumplimiento del 
artículo, de los retos y problemas identificados en el ejercicio se recomienda a la 
entidad: 
 

1. A través del congreso local y sus municipios, se generen o promuevan 

mecanismos presupuestarios como fondos, fideicomisos, Asociaciones 

Público-Privadas u otras figuras financieras a mediano y largo plazo para 

invertir en infraestructura tecnológica que permita a los sujetos obligados 

cumplir con sus obligaciones normativas de manera óptima y se transite a la 

digitalización de la información pública.  

 

2. Fortalecer la normatividad y las políticas públicas que promuevan el servicio 

profesional de carrera de las personas servidoras públicas que laboran, al 

menos, en las áreas de transparencia, acceso a la información pública y 

protección de datos personales. En caso de ser posible, fortalecer el servicio 

profesional de carrera de todo el personal de la administración pública en 

todos los niveles. 

 

3. Generar lineamientos para asegurar el servicio profesional de carrera en la 

institución encargada de garantizar el derecho de acceso a la información 

pública. 

 

4. Se invita al Congreso del Estado a que genere estímulos presupuestarios o de 

otra índole, en especial para los municipios, para que promuevan el servicio 

civil de carrera de personas servidoras públicas especializadas y su 

permanencia dentro de las unidades responsables de transparencia, acceso a 

la información pública y protección de datos personales. 

 

5. Trabajar en procesos de certificación de personas funcionarias responsables 

de cargar la información pública, otorgados por el órgano garante, y así 

contribuir a mejorar la calidad y veracidad de la información que se suministra 

a las plataformas de información.  
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6. Generar estrategias y planes que contemplen la brecha digital que pueda existir 

en la entidad, con el fin de asegurar que los sujetos obligados en el estado 

puedan cumplir con sus obligaciones y responsabilidades, en particular los 

casos en los que el uso de la tecnología signifique más un reto que una 

solución. 

 

7. Generar campañas de comunicación dirigidas a diferentes sectores de la 

sociedad, como pueden ser infancias, estudiantes universitarios o población 

en general, con el fin de dar a conocer los derechos de acceso a la información 

de forma más focalizada. 

 

8. Generar y diseñar lineamientos y normatividad para crear los perfiles 

específicos en materia de transparencia que requieren los entes públicos de la 

entidad. Se sugiere que estos perfiles tomen en cuenta las características, 

situaciones y presupuestos de las instituciones estatales y municipales, 

considerando sus ventajas y desventajas. 

 

9. Asegurar la existencia de un órgano interno de control al interior de la 

institución encargada de garantizar el derecho de acceso a la información 

pública. 

 

10. Generar un programa permanente de capacitación de ética y prevención de 

corrupción aplicable para todas las personas funcionarias públicas del órgano 

garante, con el fin de fortalecer el actuar y la legitimidad de la institución 

garante del acceso a la información pública en el estado, que además sea 

replicable a las unidades de transparencia de los sujetos obligados. Se sugiere 

que incluya, al menos, explicación de los efectos de la corrupción, corrupción 

desde el sector público, faltas administrativas y delitos por hechos de 

corrupción. 

 

11. Generar y diseñar programas de capacitación constante para todo el personal 

de servicio público en materia de transparencia, transparencia proactiva, 

acceso a la información y responsabilidades como sujetos obligados.  

 

12. Revisar y, en su caso, actualizar el sitio de internet con base en la experiencia 

de las personas usuarias, con el fin de hacer más accesible, amigable al 

usuario y con acceso rápido y sencillo para las personas a la información de 

transparencia que requieran consultar, ya sea que ellas mismas la hayan 

solicitado o para consultar información solicitada por otras personas usuarias. 
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13. Se recomienda el fortalecimiento en la recopilación, sistematización y difusión 

de la información estadística de las personas solicitantes de información 

pública. Asimismo, se sugiere contar con una metodología para la 

identificación y clasificación de las necesidades de información registradas en 

las solicitudes de acceso a la información. 

 

14. Se recomienda generar y articular un programa anticorrupción, considerando 

las acciones, programas y políticas internas existentes que abonan de forma 

individual a reducir y prevenir la corrupción al interior de la institución. 
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Artículo 33 – Protección a personas denunciantes 
 
En el marco de aplicación del Mecanismo Global en México, los Estados de 
Azerbaiyán y Perú fungieron como revisores de los artículos 15 al 42 del Capítulo III. 
“Penalización y aplicación de la ley” y artículos 44-50 del Capítulo IV. “Cooperación 
Internacional” de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción para el 
ciclo de examen 2010 – 2015, se identificó que: 
 

Al momento de la visita in situ, México no disponía de legislación para la 
protección de los denunciantes. Algunos aspectos de esta protección se 
encuentran regulados por el Código Federal de Procedimientos Penales, la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y otras leyes a través de 
la protección de todos los sujetos que intervengan en el proceso. No obstante, 
no se protege a los denunciantes que no intervengan una vez que se inicie el 
proceso, y no existen medidas de protección en el ámbito laboral.3 
 

Derivado de la visita in situ en el marco del Mecanismo Global, se recomendó a 
México que: 
 

“Considerara la posibilidad de tomar medidas para proteger contra todo trato 
injustificado a las personas que denuncien ante las autoridades competentes, 
de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacionados con 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. Se recomienda de 
establecer en ese contexto protecciones amplias que incluyen, inter alia, 
protecciones en el ámbito laboral y medidas de restitución de la posición de 
los denunciantes.” 4 
 

Ahora bien, dentro de los trabajos del Mecanismo Nacional al momento de la visita a 
la entidad federativa revisada, tampoco se disponía de legislación que considerara la 
protección de personas que denuncian hechos de corrupción. 
 
Si bien, el artículo 33 de la Convención no tiene carácter vinculante; a fin de fortalecer 
la cultura de la denuncia, la protección de las personas que denuncian hechos de 
corrupción y los mecanismos de investigación y sanción de responsabilidades 
administrativas y penales, se recomienda al estado revisado:  
 
 
 
 

 
3 Informe sobre el examen de México (México Final Country Report). Conferencia de los Estados 
Partes en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC) junio 2016. 
https://www.unodc.org/documents/treaties/UNCAC/CountryVisitFinalReports/2016_06_17_Mexico
_Final_Country_Report.pdf  
4 Ibidem 

https://www.unodc.org/documents/treaties/UNCAC/CountryVisitFinalReports/2016_06_17_Mexico_Final_Country_Report.pdf
https://www.unodc.org/documents/treaties/UNCAC/CountryVisitFinalReports/2016_06_17_Mexico_Final_Country_Report.pdf
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1. Considerar reformas a la ley en materia administrativa, penal y laboral en las 

que se establezcan medidas de protección contra tratos injustificados de los 

que pudieran ser objeto las personas que denuncian, estableciendo de manera 

concreta las instituciones que deben decretar u otorgar las medidas, las 

instituciones que deben ejecutarlas y en su caso realizar su seguimiento, los 

criterios razonables para su otorgamiento bajo el principio de buena fe y las 

responsabilidades de las autoridades en caso de omisión, entorpecimiento o 

negligencia. Estas medidas deben contemplar las características de las 

personas denunciantes al interior de las propias instituciones y personas 

denunciantes externas a las instituciones públicas.  

 

2. Se recomienda a la entidad que, a través de ejercicios de parlamento y gobierno 

abierto se promueva dentro de la sociedad el debate de la denuncia de hechos 

de corrupción, para reflexionar sobre los conceptos y parámetros que deberían 

cumplir las medidas de protección en los diversos espacios sociales e 

institucionales; esto con la participación de la sociedad civil, la academia, el 

sector privado y las entidades representantes de los gremios de las personas 

servidoras públicas. 

 

3. Considerar la adopción de procedimientos normativos y administrativos para 

la recepción de denuncias anónimas, estableciendo estándares razonables 

para su admisión e investigación. Para ello, debe diseñar medios que aseguren 

la confidencialidad de la información utilizando, por ejemplo, los instrumentos 

tecnológicos a su alcance o en su defecto, diseñando protocolos en los que se 

establezcan las cadenas de procesamiento de la denuncia y las 

responsabilidades de las personas servidoras públicas que intervienen en el 

mismo. 

 

4. Desarrollar políticas públicas y programas de capacitación para personas 

servidoras públicas que les concientice sobre las características, 

desigualdades y comportamientos que suelen existir entre las personas que 

denuncian y son denunciadas por hechos de corrupción, bajo el enfoque de 

derechos humanos. 

 

5. En caso de existir legislación de protección a personas que intervienen en el 

procedimiento penal o protección a periodistas, asegurar la adecuada 

implementación de la ley y tomar en cuenta las disposiciones existentes al 

generar legislación en materia de protección a denunciantes. En caso de que 

no se cuente con medidas de protección laboral, se sugiere considerar la 

inclusión de estas. Esto independientemente de que se sugiere ampliar la 

protección a personas denunciantes y no solo a personas que ya estén en un 

proceso penal. 
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6. Diseñar una ley en materia de protección a denunciantes que tome en cuenta 

el marco legislativo y normativo vigente, para adecuar las leyes y reglamentos 

necesarios una vez que se adopte esta nueva legislación. Se sugiere 

considerar, al menos, leyes laborales, de protección a personas en un 

procedimiento penal o de protección a periodistas, así como las leyes de las 

fiscalías o procuradurías. 

 

7. Que las autoridades sancionadoras incrementen la difusión de los resultados 

de las denuncias y las investigaciones realizadas en la entidad, con el fin de 

generar y fomentar la confianza ciudadana en el instrumento de denuncia por 

hechos de corrupción. 

 

8. Generar manuales y protocolos para la recepción y canalización de las 

denuncias dentro de la administración pública estatal, ya sean de naturaleza 

administrativa o penal, con el fin de que exista información homologada para 

el estado y las diferentes instituciones que lo conforman. 

 

9. Incorporar al marco legal la creación de un sistema único de recepción de 

denuncias en materia de corrupción en el estado, con el fin de facilitar a las 

personas denunciantes la información y procesos sencillos. 

 
 
 


